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pablo emilio angarita Cañas*
LA SEGuRIdAd dEMOCRÁtICA
Punta del iceberg del régimen político
y económico colombiano**
PREGuNtAS dE INVEStIGACIóN
para sustentar nuestras tesis, acudimos al recurso metodológico de 
responder las preguntas de investigación, que a su vez le dan la es-
tructura narrativa al presente texto. los interrogantes planteados son: 
¿por qué se afirma que la inseguridad es el problema prioritario en 
colombia y cómo logró imponerse esta idea? ¿Es la seguridad un de-
recho humano fundamental, como lo afirma el gobierno colombiano? 
¿cuál ha sido el impacto de la seguridad democrática para los dere-
 * docente e investigador en la universidad de antioquia. doctor en derechos Humanos 
y desarrollo, universidad pablo de olavide, magister en ciencia política y abogado. 
miembro del Grupo de trabajo de clacSo: “Seguridad en democracia: un reto a la 
violencia en américa latina”. coordinador del grupo interdisciplinario e interinstitu-
cional de investigación sobre “conflictos y Violencias”, inEr, universidad de antio-
quia (colciencias, categoría b). Fundador y directivo del observatorio de Seguridad 
Humana de medellín, conformado por la universidad de antioquia, instituto popular 
de capacitación y personería de medellín. autor del libro Seguridad Democrática: lo 
invisible de un régimen político y económico (bogotá: Siglo del Hombre, 2011). correo 
electrónico: <pabloangarita@gmail.com>.
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chos Humanos? ¿la seguridad democrática, implicó una ruptura con 
las estrategias de control, empleadas históricamente por las élites do-
minantes en colombia o existen antecedentes de ésta? ¿Qué le ha per-
mitido a la seguridad democrática encontrar respaldo en amplios sec-
tores de la población, incluso entre sectores más oprimidos? ¿por qué 
fue posible la implantación de un régimen autoritario de tipo bona-
partista en colombia? ¿Qué intereses económicos defienden la seguri-
dad democrática y el régimen que la soporta? ¿Es cierta la afirmación 
del presidente que su política de seguridad es opuesta a la doctrina de 
la Seguridad nacional, y hasta qué punto  es una política autónoma 
del Estado colombiano o responde a las estrategias internacionales 
de seguridad? un corolario de carácter propositivo pretende respon-
der: ¿Es posible, en el marco de la actual formación socioeconómica 
y política colombiana aplicar una política de seguridad, protectora de 
los derechos Humanos y que haga efectiva la democracia radical? a 
continuación exponemos sintéticamente las respuestas encontradas a 
cada uno de los interrogantes formulados.
LA INSEGuRIdAd COMO PROBLEMA PRIORItARIO dE COLOMBIA 
al despuntar el siglo XXi, la sociedad colombiana atravesaba un com-
plejo cuadro de desajustes sociales al lado de la presencia de actores 
armados ilegales, algunos de los cuales actuaban en conexión con las 
fuerzas del Estado (paramilitares). Se trataba de la expresión de una 
acumulación histórica de problemas económicos, sociales y políticos 
no resueltos; además, el conflicto armado se había expandido a casi 
todo el territorio nacional, teniendo por protagonistas no sólo a la 
insurgencia y a las fuerzas estatales, sino a grupos paramilitares de ex-
trema derecha articulados a estrategias contrainsurgentes del Estado 
y cuyos principales recursos provenían del negocio ilícito de las dro-
gas y, secundariamente, de las contribuciones de sectores empresaria-
les locales y transnacionales. las expresiones violentas más visibles 
consistían en frecuentes tomas guerrilleras de pequeñas poblaciones, 
el control de las carreteras y de sectores urbanos por parte de la in-
surgencia; así mismo, en colombia se realizaban masacres, asesinatos 
selectivos y desplazamiento forzado de centenares de miles de cam-
pesinos, acción especialmente proveniente de los narcoparamilitares, 
cuyo propósito, además de la  apropiación de las tierras, era mantener 
control territorial y del aparato político estatal, de modo que les faci-
litase la consolidación de cadenas productivas ilegales, su inserción a 
la economía formal y avanzar en el dominio del poder político estatal. 
las múltiples manifestaciones de violencia e inseguridad creaban 
un ambiente de  zozobra y pesimismo colectivo, traducido en una si-
tuación de ingobernabilidad que orientada mediáticamente, apuntaba 
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a señalar al actor insurgente como principal responsable y, al mismo 
tiempo, se mostraba condescendiente con las fuerzas contrainsurgen-
tes ilegales y con los abusos contra la población, cometidos por la 
Fuerza pública. Estos últimos hechos eran justificados con el argu-
mento –abierto o implícito– de la imperiosa necesidad de derrotar a 
toda costa a las guerrillas, las cuales se publicitaban ante el país como 
la causa central de todos los males de los colombianos y, en conse-
cuencia, el enemigo principal a combatir. de esta manera la “seguri-
dad” se fue posicionando, hasta imponerse en el imaginario colectivo, 
como la necesidad prioritaria de los colombianos.
durante la década del noventa, se habían adelantado diversas 
iniciativas tratando de poner fin al conflicto armado por la vía de la 
negociación política. Fue muy significativo el año 1997, en el que se 
realizaron marchas y concentraciones, convocadas por las centrales 
obreras en distintas capitales de departamento; se calcula que un mi-
llón de personas se movilizaron para pedir al gobierno nacional el 
diálogo como  único mecanismo para ponerle fin a la violencia que 
azota al país. El torrente de movimientos y propuestas tuvo como 
máxima expresión el Mandato Ciudadano por la Paz, multitudinario 
plebiscito ciudadano de expresión de indignación y cansancio con la 
guerra y al mismo tiempo de búsqueda de alternativas no violentas al 
conflicto1. las reiteradas movilizaciones ciudadanas, se convirtieron 
en fuerte presión hacia el gobierno de entonces (presidente pastrana, 
1998-2002), lo cual terminó en la instauración de una zona desmilita-
rizada para adelantar diálogos entre las guerrillas insurgentes de las 
Farc y el Estado, como fase preliminar de una posible negociación 
política. la zona del caguán, que sirvió de base a los “diálogos de 
paz”, se inició en octubre de 1998 y permaneció durante más de tres 
años, funcionó simultáneamente con la aplicación de un modelo de 
negoción aceptado por las partes y conocido como “dialogar en medio 
del conflicto”, lo cual quería decir que la fuerza pública podía perse-
guir a los insurgentes, incluyendo combates y capturas –exceptuando 
esta zona–, del mismo modo, las Farc, continuaban con sus prácti-
cas de guerra. por otra parte, mientras la opinión pública nacional e 
internacional estaba atenta al desenvolvimiento de los diálogos y se 
enteraba de las confrontaciones entre el Estado y los insurgentes, las 
fuerzas paramilitares extendían su accionar militar a la mayor parte 
del territorio nacional. 
El evidente incremento de los enfrentamientos armados y el avan-
ce de las fuerzas insurgentes, junto a la presión de sectores de la so-
1 Este mandato, en las elecciones del 26 de octubre de 1997, obtuvo una votación 
de cerca de 10 millones de personas a favor de la paz (García durán, 2006: 147).  
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ciedad y de los medios, condujeron a que, el 20 de febrero de 2002, el 
gobierno cancelara abruptamente la zona desmilitarizada en la que 
se había aceptado el poder hegemónico de las Farc.  por otra parte, 
a los fallidos intentos de diálogo con la insurgencia, durante la admi-
nistración de pastrana se fortalecieron cuantitativa y cualitativamente 
las Fuerzas armadas, con recursos provenientes del Plan Colombia, 
nombre con el que el pentágono concretó su estrategia de lucha, ini-
cialmente contra las drogas y luego contra el “terrorismo” en nues-
tro país. Este plan, en medio de controversias políticas en las que se 
denunciaba el beneplácito del gobierno colombiano, sin que hubiese 
sido sometido al necesario examen y aprobación del congreso nacio-
nal, constituyó la columna vertebral del plan nacional de desarrollo y, 
al mismo tiempo, afianzó los lazos de dependencia hacia los Estados 
unidos con graves consecuencias ulteriores. 
otro hecho significativo ocurrido durante estos años de frustra-
dos “intentos de diálogos”, fue el trascendental cambio en la mentali-
dad de la mayoría de los colombianos. la cancelación de los diálogos 
constituyó un punto de inflexión decisivo en el que se dio un viraje 
de la élite dirigente y de la “opinión pública” nacional que abandonó 
los esfuerzos de una salida no violenta y marchó hacia la consolida-
ción de las estrategias de guerra como mecanismo para enfrentar el 
conflicto armado. Este cambio se expresó en los primeros meses del 
2002 durante la campaña electoral, uno de cuyos temas centrales fue 
el tratamiento al conflicto armado,  en el que terminó imponiéndose el 
rechazo a la “zona de despeje” y con ésta a la posible solución negocia-
da del conflicto, como se visibilizó con el incremento de colombianos 
a favor de las soluciones de fuerza. 
la inseguridad que afectaba al conjunto de la sociedad, además 
de ser una realidad objetiva, fue magnificada a tal grado que la po-
blación se encontraba en una situación de miedo, incertidumbre y 
desesperanza. como suele ocurrir en momentos de confusión, sec-
tores de la élite aprovecharon la coyuntura para enriquecerse vía 
narcotráfico y/o incrementar las empresas de seguridad privada; sin 
embargo, las clases dominantes se sentían afectadas en sus intere-
ses, como consecuencia de las acciones violentas, las amenazas, las 
extorsiones, los secuestros y otras prácticas propias de las dinámicas 
de la guerra. Este clima social fue el ambiente favorable para que 
mayoritariamente se aceptara la idea de la seguridad como problema 
prioritario de la nación y, como consecuencia de ésta, las propuestas 
que ofrecían soluciones militares para enfrentarla. así mismo, en el 
contexto internacional, se mantenían aún vivas las imágenes del 11 
de septiembre de 2001 y la propaganda mediática de lucha contra el 
terrorismo que justificaba las restricciones a las libertades e imponía 
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las soluciones de fuerza como  principal alternativa para enfrentar-
lo. En esta lógica y con gran apoyo de los medios de comunicación, 
la población acogió mayoritariamente el programa de la Seguridad 
democrática, liderada por el candidato Álvaro uribe Vélez, quien se 
presentaba no como otro político más que llegaba al gobierno, sino 
como aquel ungido para ser el “salvador” de la nación. alrededor de 
la prioridad de la seguridad se unieron los medios de comunicación 
y los empresarios, con el irrestricto apoyo de los Estados unidos; 
además, rápidamente la sociedad acogió esta idea, incluso los secto-
res más necesitados de la población. 
¿LA SEGuRIdAd ES uN dERECHO HuMANO fuNdAMENtAL, 
COMO AfIRMA EL GOBIERNO?
uno de los fundamentos que Hobbes atribuye a la existencia del Es-
tado es la búsqueda de la paz y la seguridad, que es la primera ley 
de la naturaleza, a la que hay que llegar por acuerdo o por medio de 
la guerra.  de allí su insistencia en que la única manera de lograr la 
seguridad para el disfrute de la propiedad individual, la existencia de 
los hombres y de la sociedad, sea mediante el Pactum subjectionis, 
establecido por todos los hombres con el poder soberano –el Leviatán– 
único capaz de garantizar la seguridad, la libertad y la obediencia de 
todos los súbditos (Hobbes, 1994: cap. XViii). Estos planteamientos 
han sido la base teórica fundamental de todas las doctrinas autori-
tarias que consideran válido el sacrificio de la libertad y de otros de-
rechos con tal de lograr la seguridad; valor éste al que le atribuyen 
el carácter de esencial y requisito previo para la consecución de los 
demás derechos.
con la modernidad se desarrollaron la ideología liberal2 y las 
diversas manifestaciones del pensamiento crítico en las que, si bien 
se reconoce la importancia de la seguridad y la autoridad, para la 
convivencia y el funcionamiento de la sociedad; sin embargo, con 
diversas matizaciones, se rescata la importancia de la libertad –co-
2 la teoría de locke, como bien lo señala Sabine, “era implícitamente tan egoísta 
como la de Hobbes, pues para locke, tanto el gobierno como la sociedad existen 
para mantener los derechos del individuo y la inviolabilidad de tales derechos, es una 
limitación a la autoridad de ambos” (Sabine, 2006:404). Según locke, la existencia 
del Estado se justifica a partir de sus dos grandes obsesiones: “la seguridad”, en tanto 
es necesaria para la defensa de la “propiedad privada”. cabe recordar que su visión 
de propiedad, en sentido amplio, incluye no sólo los bienes materiales sino la vida 
y la libertad (locke, 1976: cap. iX). por ello, para el historiador Touchard, locke no 
es revolucionario, desconfía tanto de la soberanía popular como del absolutismo 
del monarca, ya que “Su principal preocupación es el orden, la calma, la seguridad” 
(Touchard, 1985: 296).
eL priSMa de LaS SeguridadeS en aMériCa Latina
20
lectiva e individual– como derecho humano prioritario frente a la 
seguridad3. Este derecho se hace más relevante frente a las posturas 
que al reclamar la seguridad, aluden principalmente a la seguridad 
del Estado y con ésta, a la propiedad de la élite que ejerce el poder en 
una sociedad determinada.
En la historia de las sociedades, la relación entre la libertad y la 
seguridad ha sido conflictiva y generadora de múltiples debates teóri-
cos, así como de políticas públicas. durante la época de la Guerra Fría 
las potencias occidentales se autoproclamaban adalides de la libertad 
frente a los países de la órbita “socialista” a quienes acusaban de sacri-
ficar las libertades civiles y políticas. culminada la Guerra Fría y con 
la desaparición del comunismo como enemigo fundamental, las lógi-
cas del poder global necesitaron construir nuevos enemigos encon-
trando en el “terrorismo” la encarnación del nuevo “demonio” a com-
batir. de modo que, durante los últimos años, para las necesidades del 
poder, el “demonio” puede ser visto bajo la forma de fundamentalismo 
islámico, terrorismo internacional, narcoterrorismo e incluso, lo más 
frecuente en américa latina, la inseguridad pública. 
cualquiera sea la forma del nuevo contendiente, las élites llaman 
a las sociedades a unirse a sus Estados en contra de ese enemigo co-
mún y, para ello, expiden múltiples leyes que restringen al máximo 
las libertades individuales y derechos colectivos, ofreciendo a cam-
bio la protección y la seguridad. para convencer a la población de la 
legitimidad de este tipo de restricciones, las clases dominantes –vía 
medios de comunicación- magnifican las amenazas y los hechos que 
generan temor en la gente. una vez instalado el miedo, el poder en-
cuentra intelectuales a su servicio que justifican y argumentan las 
medidas autoritarias difundiendo la idea de que éstas se toman por 
el bien de la misma población. Este fue el camino seguido con la ex-
pedición de la USA Patriot Act (ley patriota estadounidense)4, emiti-
3 marx dedicaría buena parte de sus análisis a develar los intereses egoístas de la 
burguesía, quien con el reclamo de la seguridad de la sociedad, realmente defendía 
su seguridad y la de su propiedad privada (marx, 1844: 55-6). más adelante, Foucault 
señala que, en la sociedad contemporánea “vemos en todas partes esa estimulación 
del temor al peligro que en cierto modo es la condición, el correlato psicológico y 
cultural interno del liberalismo. no hay liberalismo sin cultura del peligro”. El nuevo 
arte de gobernar liberal, conlleva “mecanismos cuya función consiste en producir, 
insuflar, incrementar las libertades, introducir un plus de libertad mediante un plus 
de control e intervención” (Foucault, 2007:87-8).
4 USA Patriot Act, es la abreviatura con la cual se conoce el paquete de normas, cuyo 
nombre completo en inglés es: “uniting and Strengthening america by providing 
apropiate Tools required to intercept and obstruct Terrorism” (Public Law, 2001). 
la ley patriota fue firmada por el presidente bush el 26 de octubre de 2001, con la 
cual, entre otras medidas, tipifica el nuevo delito denominado domestic terrorism, 
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da bajo la administración bush y acogida por gobernantes europeos, 
particularmente Tony blair en Gran bretaña, y luego replicada en la 
mayoría de países occidentales. 
En colombia, la seguridad democrática defiende la visión securi-
taria con el agravante de que, ante la presencia del conflicto armado, 
las soluciones de fuerza para enfrentarlo ya han ganado terreno en 
el imaginario colectivo. En ese sentido, justificar la seguridad como 
derecho humano fundamental, parecía casi obvio y no exigió dema-
siada inteligencia argumentativa, bastando sólo una persistente labor 
mediática que frente a cada hecho de violencia, termina convenciendo 
a la población de la verdad tautológica de este enunciado. 
la concepción securitaria, además de enfocar la seguridad con 
énfasis en lo militar, conlleva la subordinación de los derechos hu-
manos a ésta, pretendiendo hacer caso omiso de que la seguridad, 
más que un fin en sí mismo, debe ser el medio que contribuye a hacer 
efectivos los derechos humanos. de igual manera, el orden público y 
el Estado no pueden ser defendidos en contra de la sociedad, ni ser 
instituciones valoradas per se. pues, aún dentro de las formaciones 
sociales capitalistas cabe cuestionar la razón de ser del Estado, ya que 
éste debe ser un instrumento para viabilizar el bien público societal, 
toda vez que en un Estado que se reclama democrático de derecho, 
los postulados de orden público no pueden ser otros diferentes a los 
del orden público democrático y, la seguridad deberá responder a es-
tos mismos criterios.
En el marco de las sociedades capitalistas, el Estado y todas sus 
instituciones cumplen funciones instrumentales al servicio de las cla-
ses dominantes, pero al mismo tiempo, al interior de estas institucio-
nes también se expresan los conflictos y las contradicciones sociales y 
la exigencia de derechos por parte  de la multitud frente al poder y por 
tanto, la demanda de una seguridad subordinada a los derechos es una 
permanente tensión, un ámbito de conflicto con las pretensiones se-
curitarias del poder. desde esta última perspectiva, voces minoritarias 
representadas por movimientos de derechos humanos, de víctimas y 
con características tan amplias que podría ser aplicable incluso a simples acciones 
democráticas de desobediencia civil. además, establece fuertes restricciones a 
libertades civiles y vulnera elementales principios del derecho penal liberal, como 
la presunción de inocencia, el habeas corpus, el derecho de defensa,  la libertad de 
expresión –derechos conquistados por la humanidad en los últimos siglos, consagrados 
en la constitución de Estados unidos y en tratados internacionales de derechos 
Humanos (The Economist, 2002:18-20). con la ley patriota y las medidas represivas 
aplicadas en las cárceles de Guantánamo e irak, el gobierno norteamericano, además 
de violar los derechos humanos, infringe las normas internacionales reguladoras de 
los conflictos armados (diH). 
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sectores políticos de oposición, que han sufrido las consecuencias di-
rectas de la aplicación de la seguridad democrática, critican a ésta por 
sus nocivos efectos prácticos, y además, porque en el campo teórico, 
pretende imponer la idea de que la seguridad es un bien jerárquica-
mente superior y condición previa para la realización de los derechos 
humanos. desde una visión crítica, el filósofo español joaquín Herre-
ra, destaca que los derechos humanos son “procesos institucionales y 
sociales que posibiliten la apertura y consolidación de espacios [...] no 
son categorías previas ni a la acción política ni a las prácticas econó-
micas. la lucha por la dignidad humana es la razón y la consecuencia 
de la lucha por la democracia y por la justicia” (Herrera, 2008:14).
PRINCIPALES RESuLtAdOS dE LA SEGuRIdAd dEMOCRÁtICA 
El presidente auV presentó su proyecto político bajo la consigna 
“mano firme y corazón grande” (uribe, 2002), en el Plan de Desarrollo 
Hacia un Estado comunitario (2002-2006), el cual contenía su política 
de seguridad y en el que se afirmaba: “con el objetivo de defender el 
ordenamiento democrático y el Estado de derecho, garantizar la se-
guridad y la libertad de la población, proteger los derechos humanos 
e impulsar la prosperidad económica y la equidad social, el Gobierno 
nacional implementará un modelo integral de seguridad  democrá-
tica que le permita al Estado recuperar la autoridad con criterios de 
legitimidad, legalidad y gobernabilidad” (dnp, 2003:31). Esta misma 
visión y las políticas implementadas, permanecieron durante los dos 
mandatos del gobierno, toda vez que en el plan de desarrollo uribe ii 
(2006-2010), denominado Estado Comunitario: desarrollo para todos, 
se propuso la Consolidación de la Seguridad Democrática, mantenien-
do la idea de fortalecer la autoridad estatal y la concepción militarista 
de la seguridad. 
El gobierno atribuye consecuencias positivas a su política de se-
guridad. no obstante, al analizar, a la luz del catálogo de derechos hu-
manos, los resultados de ésta, concluimos que la seguridad democráti-
ca es una política que protege los intereses de las clases dominantes y 
vulnera los derechos de las mayorías nacionales. como se puede mos-
trar a partir de sus efectos prácticos, de los cuales podemos destacar: 
 - El plan de gobierno señalaba: “Hoy, violencia política y terror-
ismo son idénticos” (uribe, 2002a: punto 33). En concordan-
cia con ello, se emitieron medidas en el marco de la Seguridad 
Democrática, tales como el decreto 2002 del 2002, mediante 
el cual se declaró el “estado de conmoción interior”, que con-
stituyó la columna vertebral del andamiaje jurídico para desar-
rollar la estrategia de guerra, con el propósito de controlar el 
23
pablo emilio angarita Cañas
orden público. En el desarrollo de este decreto, el presidente 
ratificó aspectos centrales de los 100 puntos de su campaña 
y, en las propuestas de reforma constitucional, le dio más fac-
ultades a la Fuerza pública; así mismo, diversas decisiones 
políticas giraron en torno a un papel protagónico de ésta, bajo 
el liderazgo presidencial. con el decreto 2002 se crearon las 
Zonas de Rehabilitación y Consolidación, en los territorios más 
afectados por el conflicto armado, dentro de los cuales, bajo el 
control de la Fuerza pública se restringieron los derechos de 
los ciudadanos con el objetivo de recuperar la seguridad del 
lugar. la experiencia demostró que las Zonas de Rehabilitación 
no lograron el propósito anunciado de disminuir la violencia, 
por el contrario  ésta se incrementó, con el agravante que la 
violación de los derechos humanos se hizo más evidente y le-
galizada; pero aún así, el gobierno nunca reconoció el fracaso 
de éstas; simplemente canceló el experimento sin dar explica-
ciones (onu, 2003). 
 - la conformación de redes de cooperantes e informantes, es uno 
de los pilares estratégicos de la Seguridad democrática, objeto 
de fuertes críticas, pues involucrar civiles en el conflicto arma-
do, bajo la forma de cooperantes, conlleva una clara violación 
de las más elementales normas del derecho internacional 
Humanitario, al no diferenciar entre combatientes y no com-
batientes, poniendo en alto riesgo a los civiles que cooperan. 
pese a la fundamentación jurídica y política de estas críticas, 
el gobierno hizo caso omiso de ellas y en su segundo mandato 
continúo fortaleciéndolas.
 - la seguridad democrática afirma estar “comprometida con el 
respeto a los derechos humanos y la protección y promoción 
de los valores, la pluralidad y las instituciones democráticas” 
(dnp, 2003:31; énfasis propio). las estadísticas presentadas 
por el gobierno muestran un descenso en algunos de los ru-
bros de violencia y en el freno a las acciones de la insurgencia 
y, por tanto, una parcial recuperación, por parte del Estado, 
del control de las carreteras y de municipios que estuvieron 
asediados por fuerzas insurgentes. no obstante, al finalizar el 
primer mandato de uribe Vélez, el  balance de esta política de 
seguridad, mostraba un lamentable panorama en materia de 
derechos Humanos, con todo y su disminución, seguían indi-
cando una preocupante realidad, pues según las estadísticas 
oficiales, las torturas descendieron de 134 casos en el 2002 a 
124 en el 2006; otros hechos de violación de derechos humanos 
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que en el 2002 habían llegado a 3.177 eventos, en el 2006 regis-
traron 1.959 casos (observatorio dH, 2006)5.  
 - El desbordado optimismo de quienes le atribuyen triunfos a 
la seguridad  democrática se contrarresta con el gran  número 
de desapariciones forzadas, ejecutadas durante este período, 
de personas masacradas, exhibidas como “muertes en com-
bate” y de las que se tuvo noticia sólo años más tarde, en el 
proceso de identificación de cadáveres realizado por la Fiscalía 
con base en las declaraciones de paramilitares sometidos al 
proceso de “justicia y paz”, por denuncias de sobrevivientes 
o de familiares de las víctimas. Según el informe de Amnistía 
Internacional (mayo de 2009), se presentó un incremento de 
casos de desaparición forzada en colombia; durante los 12 
meses previos a julio de 2008 ocurrió la muerte violenta de 
1.492 civiles y la desaparición de 182 personas, en contraste 
con los 12 meses anteriores a julio de 2007, en los que se pre-
sentaron 1.348 muertos y 119 desaparecidos (ai, 2009).  En el 
período comprendido entre 2007 y 2009, medicina legal re-
porta 38.705 personas como desaparecidas (medicina legal, 
2010: 26). al finalizar el 2009, la Fiscalía había documentado 
25.185 casos referidos a cadáveres de personas desaparecidas, 
“que fueron raptadas contra su voluntad y que hoy están sien-
do buscadas por sus familiares” (Semana.com, 2009). uno de 
los hechos más significativos, lo constituyó el hallazgo de una 
fosa común en la macarena (departamento del meta), “con una 
cifra de cadáveres ‘nn’, que podría llegar a los 2.000. desde el 
2005 el Ejército, cuyas fuerzas de élite están desplegadas en 
los alrededores, ha estado depositando detrás del cementerio 
local cientos de cadáveres con la orden de que fueran inhu-
mados sin nombre” (albiñana, 2010). una buena cantidad de 
estas desapariciones fueron cometidas  durante la vigencia de 
la seguridad democrática. 
 - las ejecuciones extrajudiciales han sido una práctica de la 
fuerza pública en diferentes gobiernos. la diferencia radica 
5 “Entre julio de 2003 y junio de 2008 fueron víctimas de tortura por lo menos 899 
personas, de las cuales 229 quedaron con vida, 502 fueron asesinadas y 168 fueron 
víctimas de tortura psicológica”. Según la Fiscalía General de la nación, “[…] a 
mayo de 2009, tiene a su cargo 38 investigaciones por el delito de tortura por hechos 
ocurridos entre 1986 y 2008”. “[…] preocupa que sólo en un 17,8% de los casos de 
tortura a cargo de esta unidad exista una sentencia condenatoria. Sentencias que 
fueron expedidas entre los años 2003 y 2009” (informe coalición colombiana contra 
la Tortura, 2009: 9; 51; 53).
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que durante la política de seguridad de auV se dio un noto-
rio incremento de estos casos. Según el informe del observa-
torio de la coordinación colombia - Europa - Estados unidos 
(ccEEu), entre 1997 y junio de 2002 se registraron 669 casos 
de ejecuciones extrajudiciales atribuibles a la Fuerza pública y, 
durante el gobierno de uribe Vélez, entre julio de 2002 y dic-
iembre de 2007 se registraron por lo menos 1.122 casos; lo que 
significa “un aumento del 67,71% de ejecuciones extrajudicial-
es directamente atribuidas a la Fuerza pública” (observatorio 
ccEEu, 2009). Según el análisis discriminado, la violencia du-
rante este período, se caracteriza por “un perfil muy político en 
el liderazgo de las víctimas, de un lado, y de otro, altos niveles 
de violaciones al  derecho a la vida de las personas excluidas 
y/o socialmente marginadas” (observatorio ccEEu, 2009:12). 
así mismo, personas masacradas exhibidas como “muertes en 
combate”, eufemísticamente llamadas falsos positivos, que “en-
tre 2006 y 2008, registran por lo menos 1.778 asesinatos atribui-
dos directamente a la Fuerza pública” (Zuleta, 2010). una de 
las explicaciones al incremento de los homicidios atribuibles 
a la Fuerza pública, durante los gobiernos de uribe Vélez, se 
relaciona con los estímulos ofrecidos a cambio de resultados 
eficaces, consagrados en el decreto 1400 de 20056 y la directiva 
del ministerio de defensa número 029 de 20057.
 - En el 2008 hubo por lo menos 49 asesinatos de sindicalistas 
junto a otros 12 defensores de derechos humanos y 39 sindi-
calistas asesinados el año pasado, mientras que en el 2007 se 
registraron 39 asesinatos de sindicalistas (EnS, 2010). por otra 
parte, las fuerzas de seguridad del Estado utilizaron a menores 
de edad como informantes, en contra de la directiva emitida 
6 con el que se crea la bonificación por operaciones de importancia nacional, 
boina.
7 Esta directiva desarrolla los criterios para el pago de recompensas por la 
captura o abatimiento en combate de cabecillas de las organizaciones armadas al 
margen de la ley, material de guerra, intendencia o comunicaciones e información 
sobre actividades relacionadas con el narcotráfico y pago de información que 
sirva de fundamento para la continuación de labores de inteligencia y el posterior 
planteamiento de operaciones. la directiva, expedida el 17 de noviembre de 2005 
por el entonces ministro de defensa camilo ospina, declara que quien informe de 
armamento, de elementos logísticos y de  cabecillas de grupos al margen de la ley, 
podrá cobrar dineros al ministerio de defensa, que van desde 3 millones 815 mil 
pesos hasta cinco mil millones de pesos. la unidad de derechos Humanos de la 
Fiscalía muestra que, tras la expedición de la directiva 029, se incrementaron las 
denuncias (El Espectador, 2005). 
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en 2007 por el ministerio de defensa, en la que se prohibía el 
empleo de menores de 18 años para obtener información (ai, 
2009). 
 - dentro del proceso de negociación con los grupos paramilitares 
se expidió la ley 975 de julio de 2005, impropiamente denomi-
nada Justicia y Paz, cuya versión final quedó un poco menos 
benévola que el proyecto inicial del gobierno en el que se pre-
tendía la impunidad total a los paramilitares responsables de 
diversas clases de crímenes. al finalizar la administración de 
uribe, los paramilitares no habían sido juzgados, muchos de 
ellos seguían delinquiendo desde sus sitios de reclusión. El pro-
longado tiempo transcurrido entre la entrega de los jefes paras 
y el inicio de sus procesos judiciales, les permitió organizar el 
traspaso de bienes y dineros, y los que continuaron delinquien-
do, tuvieron suficiente tiempo para reasignar funciones dentro 
de la empresa criminal. cuando algunos de ellos empezaron 
a declarar sobre la participación de políticos, empresarios y 
miembros de la Fuerza pública en sus acciones criminales, el 
gobierno los extraditó hacia Estados unidos para ser juzgados 
por narcotráfico; priorizando este delito frente al de los miles 
de crímenes cometidos en colombia, que quedarían en la im-
punidad. mientras tanto, los familiares de las víctimas8 y la so-
ciedad seguían a la espera de la verdad y de un juicio justo que 
definiera la reparación por los daños causados. 
 - diferentes informes oficiales atribuyen a la seguridad democráti-
ca haber recuperado algunas zonas para el control del Estado. 
no obstante, el resultado de la guerra adelantada por el Estado 
y los paramilitares contra la insurgencia y los movimientos so-
ciales tuvo entre otras consecuencias el desplazamiento de las 
operaciones de guerra a nuevos territorios. antes de finalizar el 
2009 el Estado aún no había logrado recuperar el 55% del ter-
ritorio nacional, por lo que –según la corporación nuevo arco 
iris– para derrotar militarmente a las Farc, se requeriría una 
altísima inversión económica. Esto sin mencionar el inmenso 
costo desde el punto de vista humanitario y ambiental que im-
plica la continuidad de la guerra. así mismo, a punto de fina-
8 Según cálculos del movimiento de víctimas, para el año 2008 existían 3.5 millones 
de víctimas de los paramilitares, de los cuales tan sólo 147 mil se habían atrevido a 
inscribirse en los programas de gobierno y sólo 10.500 habían asistido a algunas de 
las audiencias programadas con la expectativa de escuchar alguna versión que le 
diese pistas sobre la suerte de sus seres queridos desaparecidos o eliminados. menos 
de 2 mil familiares de víctimas contaban con apoderado judicial (González, 2008). 
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lizar el segundo cuatrienio de uribe “cerca de 300 municipios 
se encuentran afectados por la presencia de los grupos emer-
gentes; la inseguridad urbana se ha incrementado en el último 
año, con lo que cerca de 600 de los 1.090 municipios presentan 
actividad de grupos armados ilegales” (cnai, 2009).
otra fuente de información que ratifica el lúgubre balance de seguri-
dad, es el comité internacional de la cruz roja (cicr), cuyo director 
para colombia expresó: “en ciertas zonas del país la intensidad del 
conflicto es más baja. pero hay que reconocer que el conflicto se ha 
movido a regiones que hace 10 años no estaban afectadas” (beney, 
2009). Faltando pocos meses para culminar la administración uribe 
Vélez, su estrategia militar de seguridad se ha traducido en una reac-
tivación de la inseguridad urbana. así mismo, en las zonas rurales, 
aparecen nuevos focos de inseguridad, como lo registran la violencia 
protagonizada por la emergencia de grupos paramilitares a los que el 
gobierno denominó simplemente bacrim (bandas criminales), mez-
cla de paras desmovilizados y otros que nunca se desmovilizaron y 
que actúan en buena parte del territorio nacional, especialmente en 
los departamentos de nariño, antioquia, arauca, Valle y costa pacífi-
ca, así como en varios departamentos de la costa atlántica. igualmen-
te, las tasas estadísticas de homicidios en las ciudades que habían des-
cendido en los primeros años del gobierno de auV volvieron a crecer 
desde el 2008 y hasta el 2011, como se constata con el alto número de 
muertes violentas que se registran en las principales ciudades colom-
bianas. la contundencia de estos hechos demuestra que la seguridad 
democrática, además de no ser democrática, tampoco ha logrado solu-
cionar los problemas que en apariencia pretendía resolver.
POLÍtICAS dE SEGuRIdAd: uN continuum HIStóRICO dE 
CONtROL y dOMINACIóN 
El análisis de las políticas de seguridad adelantadas en colombia du-
rante sus doscientos años de independencia y, especialmente a partir 
de la constitución como Estado republicano desde 1886, nos permite 
afirmar las siguientes tesis:
 - la política de seguridad democrática aplicada durante las dos 
administraciones del presidente auV responde a un continu-
um histórico que profundiza y perfecciona las políticas adelan-
tadas por las clases dominantes en los gobiernos que le han 
precedido, y al mismo tiempo, constituye un nuevo régimen 
político con notables modificaciones a las formalidades jurídi-
cas y que aplica medidas abiertamente autoritarias.    
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 - El proceso histórico de conformación de colombia como Es-
tado, ha tenido por sustrato material a múltiples conflictos 
económicos, sociales y culturales en los que una élite domi-
nante ha esgrimido la inseguridad, el peligro de la subversión y 
el desorden público como pretextos para aplicar estrategias de 
control frente a las clases subalternas, consideradas “peligro-
sas”. las luchas reivindicativas de los sectores sociales y sus 
movilizaciones han sido el argumento para justificar la produc-
ción de normas jurídicas y de acciones represivas que garanti-
zan su hegemonía.
 - la constitución aprobada en 1886, bajo el liderazgo de rafael 
núñez, concretó un régimen autoritario con el lema regen-
eración o catástrofe, del cual la figura presidencial de núñez 
emerge como el “salvador” de la patria, envuelta en caos y con-
frontaciones armadas fratricidas. Esa constitución, con algunas 
reformas, rigió los destinos de los colombianos durante más de 
cien años y, a su amparo, emergieron personajes que esgrimen 
la bandera autoritaria del orden para impulsar un desarrollo 
económico sobre la base de profundas inequidades sociales. 
 - la continuidad autoritaria se encarnó, entre 1905 y 1910, en la 
figura del dictador rafael reyes y, de 1926 a 1930, en miguel 
abadía méndez, quien culminó la Hegemonía conservadora en 
medio de escándalos por la persecución a sangre y fuego de los 
trabajadores bananeros y petroleros que laboraban al servicio 
de compañías de capital norteamericano. a partir de 1930 y 
hasta 1945, la república liberal, liderada por la burguesía in-
dustrial, para enfrentar la reacción conservadora y promover la 
industrialización del país, empleó la estrategia de concesiones 
al movimiento obrero con lo cual logró cooptarlo ideológica-
mente, aunque las luchas sociales desbordaron los controles 
ideológicos y políticos poniendo al margen de la legalidad a las 
reivindicaciones obreras radicalizadas.
 - las formalidades democráticas del Estado no resistieron las 
reclamaciones populares y, a partir de 1945, la élite acudió nue-
vamente a suspender las garantías constitucionales y, luego, 
durante los gobiernos conservadores (1946-1953), en un clima 
de ingobernabilidad, ante las masivas oleadas de violencia que 
recorrieron los campos y ciudades colombianas a mediados del 
siglo, llegaron a afectar, incluso intereses económicos y políti-
cos de las clases dominantes; las élites encontraron la fórmula 
para mantener el control de los sectores subalternos: la reed-
ición de un caudillo, el General Gustavo rojas pinilla (1953-
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1957), quien mediante la dictadura logró una “pacificación” del 
país, impulsando un régimen político que desplegaba paternal-
ismo estatal, siguiendo el populismo de moda en latinoamérica 
y, en un intento de copiar el esquema fascista, propugnó por 
un Estado corporativista en el  que se integraban “gobierno, 
Fuerzas armadas y pueblo”. la dictadura de rojas empleó la es-
trategia político ideológica de apelar al sentimiento cristiano de 
la población para buscar legitimación de su poder, así como el 
fomento de una ideología que combinaba simultáneamente la 
lucha anticomunista con el estímulo del sentimiento religioso, 
la alianza con la iglesia, la exaltación del nacionalismo y una di-
recta represión contra los movimientos populares, vistos como 
encarnación del “peligro comunista” (moncayo y rojas, 1978). 
 - En la década del ochenta, en el contexto del auge de la doctrina 
de la Seguridad nacional, el gobierno de julio césar Turbay 
ayala (1978 - 1982), implementó esta doctrina a las condiciones 
de nuestra sociedad, expidiendo un Estatuto antiterrorista, en 
el que se retoman las antiguas normas de Estados de excep-
ción, actualizándolas a las nuevas condiciones de la cultura 
política colombiana9. 
 - con la implantación del neoliberalismo10 (década del ochen-
ta y del noventa), las acciones reivindicativas de los sectores 
9 las formas legales de persecución de las conductas punibles están consagradas en 
el sistema penal formal que incluye el endurecimiento de las penas. pero, el combate 
a los considerados extraños u opositores se hace también a través de los sistemas 
penales “paralelos y subterráneos” (aniyar, 1985:301). En el mismo sentido, el 
criminólogo colombiano Hernando londoño b., sostiene que en colombia y américa 
latina durante las décadas setenta y ochenta del siglo veinte, los Estados emplearon 
el sistema penal estatal positivo (el regulado por las normas constitucionales y los 
códigos penal, procesal penal, carcelario y penitenciario) de manera complementaria 
a otras prácticas de control social punitivo, según variables dependientes de las 
correlaciones de fuerzas políticas, de modo tal que cuando la aplicación del sistema 
punitivo legal “no soportaba un juicio de legitimidad o devenía inocuo para garantizar 
la exclusión social de determinados actores, se utilizaban otras formas punitivas” 
(londoño, 2007: 94; cursiva del autor). 
10 El neoliberalismo hace referencia a una política económica con énfasis tecnocrático 
y macroeconómico que considera contraproducente el excesivo intervencionismo 
estatal en materia social o en la economía y defiende el libre mercado capitalista 
como mejor garante del equilibrio institucional y el crecimiento económico de un país 
(Wikipedia, 2009). El neoliberalismo tiene una dimensión geopolítica mercantilista 
ajena en la práctica al liberalismo económico propiamente dicho, es decir, no es 
necesariamente sinónimo de mercado libre –sin trabas burocráticas ni privilegios 
sectoriales–, razón que explicaría que sea asociado al corporativismo internacional. 
como lo precisa el estudio de naomi Klein, el término más apropiado para definir el 
sistema que elimina los límites entre el gobierno y el sector empresarial no es liberal, 
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empobrecidos de la población y las diversas luchas sociales, 
fueron criminalizadas, asociándolas a los grupos insurgentes. 
con normas de excepción se judicializaron luchas social, como 
la de los trabajadores petroleros y de las telecomunicaciones, 
procesados judicialmente por terrorismo. En otros casos, lí-
deres sociales y políticos de oposición fueron directamente 
eliminados. El recorrido por la historia de colombia, nos per-
mite concluir que las prácticas precedentes de control ejercido 
por los poderes, a lo largo de los años, han sido la fuente de 
inspiración de la política de seguridad democrática, aplicada 
pese a algunos traumatismos del ordenamiento jurídico in-
stitucional. además, los antecedentes históricos nos muestran 
una línea de continuidad en la manipulación ideológica que le 
ha permitido a las élites, atrapar buena parte de las subjetivi-
dades de las clases subalternas.   
LOS “CANtOS dE SIRENA” dE LA SEGuRIdAd dEMOCRÁtICA 
la crisis económica y social vivida a comienzos del presente siglo, 
sumada a la violencia protagonizada por diversos actores armados, 
generó una percepción de inseguridad, creando las condiciones que 
permitieron el paso al nuevo régimen que agitó la bandera de dar 
tranquilidad y seguridad a los colombianos a toda costa. la im-
plementación de diversos programas gubernamentales de carácter 
asistencialista, acompañados de masivas propagandas mediáticas 
hacia la figura del presidente auV, incidió en la captación del res-
paldo de la opinión pública, destacándose el apoyo de los poderosos 
gremios empresariales, quienes encontraron en este gobierno una 
radical defensa de sus intereses; así mismo, la casa blanca, apoya 
política y militarmente el obedecimiento incondicional que mantu-
vo auV a su política internacional, especialmente bajo la adminis-
tración de George bush11. 
conservador o capitalista sino corporativista que consiste en “una gran transferencia 
de riqueza pública hacia la propiedad privada –a menudo acompañada de un 
creciente endeudamiento– el incremento de las distancias entre los inmensamente 
ricos y los pobres descartables, y un nacionalismo agresivo que justifica un cheque en 
blanco en gastos de defensa y seguridad”. para mantener las profundas inequidades 
que un modelo de este tipo genera, el Estado corporativista debe “incluir un sistema 
de vigilancia agresiva (de nuevo, organizado mediante acuerdos y contratos entre 
el gobierno y las grandes empresas), encarcelamientos en masa, reducción de las 
libertades civiles y a menudo, aunque no siempre, tortura” (Klein, 2007: 39).
11 El gobierno colombiano, fue de los pocos de latinoamérica que apoyaron la 
invasión norteamericana a irak.  así mismo, ha sido una pieza clave de control e 
intimidación hacia aquellos gobiernos que han asumido posturas independientes 
frente al gobierno de Washington.
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los logros en la lucha contra las Farc, junto a la desmovilización 
de varios miles de combatientes y jefes del paramilitarismo, sumado a 
una hábil estrategia en los medios masivos de comunicación, produjo 
como réditos aplausos y respaldo de la mayoría de los colombianos, a 
los dos mandatos de uribe, al punto que sus seguidores han procura-
do asegurarse la continuidad de un tercer período o por lo menos de 
sus políticas.
El respaldo a la política de seguridad del Gobierno proviene no 
sólo de las clases dominantes sino de sectores medios y empobrecidos 
de la población, como resultado del conjunto de estrategias manco-
munadas implementadas por el régimen político, de estirpe bonapar-
tista. a continuación reseñamos cuatro de estas estrategias:
a. concibe el Estado de derecho como traba burocrática y, en 
contraposición, promueve la relación directa caudillo/masa, 
saltando los canales institucionales. desde el “manifiesto” de 
su campaña, el presidente enfiló baterías contra el Estado se-
ñalándolo de corrupto, politiquero y ajeno a lo social (uribe, 
2002a: punto 4). del diagnóstico sobre las deficiencias del Es-
tado colombiano, el gobernante propuso un Estado comuni-
tario, del que nunca explicó ni sustentó el sentido; aunque este 
calificativo se empleó reiteradamente, según las necesidades 
del momento. El significado de éste lo hallamos en los hechos 
y acudiendo a nuestra propia historia, en la que encontramos 
similitudes con la propuesta adelantada por la dictadura popu-
lista de rojas pinilla quien, pretendió hacer de colombia un 
país de propietarios, apoyado en el binomio “gobierno-Fuer-
zas armadas”. El Estado comunitario se materializa en ciertos 
mecanismos de democracia directa de los que el régimen echa 
mano: consejos comunales de gobierno, referendo y reelección 
presidencial, que constituyen plebiscitos de apoyo al primer 
mandatario, sin importarle que para lograr este propósito se 
produzca una desinstitucionalización, como consecuencia de 
la concentración de poderes y de la vulneración de los proced-
imientos propios del Estado de derecho.
b. Sobreactuación mediática. El presidente emplea abusiva-
mente los medios para difundir las propagandas de sus obras 
o aplastar a sus opositores. la realización de consejos co-
munitarios cada ocho días, constituyen un verdadero show 
mediático, una “teatralización de la política”, que contribuye 
a acrecentar la imagen salvadora del líder, dado que allí él 
resuelve todos los problemas grandes y pequeños, de manera 
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inmediata, prevalido de su autoridad y de su concentración 
de poderes, y sin tener que recurrir a lo que despectivamente 
denomina “engorrosos procedimientos burocráticos”. Es la 
simbiosis caudillo/masa en la que se despliegan mecanismos 
psicosociales de conexión entre éstos, gracias al destacado 
rol de los mensajes mediáticos, cuyos dispositivos de poder 
social manipulan el “inconsciente colectivo”, forzando la con-
strucción de consensos de la masa que aplaude al caudillo, 
así finalmente termine devorado por sus “cantos de sirena”. 
mediante “generosas dádivas”, con programas como Familias 
en Acción12, hace gala de un paternalismo asistencialista, que 
exonera al régimen de ejecutar políticas de empleo digno y, a 
cambio, logra conmover la gratitud, traducida en apoyos in-
condicionales. Estas prácticas refuerzan la idea del Estado de 
opinión, promovido por el gobierno de auV durante el segun-
do mandato y que resultó más ambigua aún que la del Estado 
comunitario. detrás del Estado de opinión se esconde el culto 
a la personalidad del gobernante, avalado por encuestas y, con 
la difusión mediática sobre las cualidades del líder, se impone 
la imagen de un “salvador” con “inteligencia superior”.  
c. una concepción autoritaria, disfrazada de relaciones paternal-
istas. El concepto de autoridad expresado por auV es un rasgo 
común del populismo y del autoritarismo. El propio presidente 
se auto proclama gobernar bajo lazos familiares: “miro a mis 
compatriotas hoy más con ojos de padre de familia que de políti-
co” (auV: 2002a: 100), actitud ratificada en el empleo reiterado 
de un lenguaje cargado de diminutivos y dando un tratamiento 
retrogrado a varios asuntos de la vida de los colombianos, como 
las relaciones sexuales, el matrimonio, el uso de alucinógenos, 
entre otros. En todos estos campos, plasma una concepción 
mesiánica y paternalista, en la que la política no es la acción de 
colectivos sociales y personas organizadas actuando con base 
en ideas y programas políticos, sino la tarea de seres providen-
ciales, “salvadores” que cumplen una misión sobre la tierra. 
12 iniciativa del gobierno nacional para entregar subsidios de nutrición o educación 
a niños pertenecientes a familias del nivel uno del SiSbEn, familias en condición 
de desplazamiento o familias indígenas. El programa Familias en Acción consiste 
en otorgar un apoyo monetario directo a la madre beneficiaria, condicionado al 
cumplimiento de compromisos por parte de la familia. En educación, al garantizar 
la asistencia escolar de los menores y en salud, con la asistencia de los niños y niñas 
menores a las citas de control de crecimiento y desarrollo programadas (presidencia 
de la república, 2010). 
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d. El lenguaje: expresión de relaciones de poder y reforzami-
ento de éste.  al estilo de la novela 1984, de G. orwell, el 
gobierno configura una neolengua plagada de eufemismos y 
oxímoron, cuyas expresiones paternalistas intentan encubrir 
el autoritarismo. El régimen consciente de que los nombres 
crean realidades y, que en la sociedad de la información, el 
que nombra posee el poder (monedero, 2005: 137), emplea 
una serie de expresiones y palabras para referirse a la re-
alidad, que son presentadas con el sentido diametralmente 
opuesto a su significado real. Entre las expresiones que so-
bresalen como parte del largo listado de oxímoron, están: 
la seguridad democrática, que no es ni lo uno ni lo otro; es-
tímulo inversionista  en lugar de subsidio a los ricos; a la pri-
vatización de las empresas públicas se la denomina democ-
ratización de la propiedad; se habla de migrantes en lugar de 
desplazados forzados; se llama ecológica a una carretera en 
la selva del Tapón del darién; defender la soberanía nacional 
con bases militares extranjeras; Estado de opinión como eta-
pa superior del Estado de derecho y patriotismo a la entrega 
del país al imperio. 
EL BONAPARtISMO: RéGIMEN AutORItARIO 
dEL GOBIERNO dE uRIBE
de acuerdo con lucio levi, el régimen político es “el conjunto de las 
instituciones que regulan la lucha por el poder y el ejercicio del poder 
y de los valores que animan la vida de tales instituciones” (bobbio, 
1997: 1362)13. En esta perspectiva, se reconocen diversos tipos de regí-
menes autoritarios en el modo de producción capitalista, en el que se 
encuentran diferentes Estados autoritarios, además de los regímenes 
nazifascistas, los más conocidos son el bonapartismo, el cesarismo 
y las dictaduras. para poulantzas, el bonapartismo es un tipo de ré-
gimen autoritario caracterizado por una intensificación del control 
político en cabeza del ejecutivo que a su vez domina la alta adminis-
tración (1986: 274). 
13 Según levi, las instituciones constituyen la estructura organizativa del poder 
político que selecciona a la clase dirigente y le asigna, a los diversos individuos 
comprometidos en la lucha política, su papel y, al mismo tiempo, son normas 
y procedimientos que garantizan la repetición constante de determinados 
comportamientos para hacer  posible el desempeño regular y ordenado de la 
lucha por el poder y del ejercicio de éste, así como de las actividades sociales 
vinculadas a él.
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consideramos que el gobierno de uribe Vélez reúne característi-
cas similares a los rasgos del régimen político bonapartista14, aunque 
obviamente, aplicadas a las peculiaridades históricas de la colombia 
del siglo XXi. una de las cualidades más sobresalientes es la defensa 
del orden y la autoridad, al tiempo que rechaza  las reivindicaciones 
sociales, a las que sindica de estar agenciadas por el “terrorismo”. 
además de los factores ya mencionados sobre las estrategias que han 
conducido al respaldo mayoritario de la población; otras de las expre-
siones sobresalientes del bonapartismo uribista son: 
a. concentra los poderes públicos e intenta  eliminar los diver-
sos órganos de control o en su defecto subordinarlos. En co-
lombia, el tradicional presidencialismo le ha asignado cierta 
preponderancia al ejecutivo frente a las otras ramas del poder 
público. Este precedente del régimen político, le facilitó a auV 
desarrollar su estilo bonapartista, expresado en su pulsión per-
manente a concentrar los poderes, manteniendo la apariencia 
de respeto a las formas democráticas. 
b. profundiza el reformismo neoliberal. las políticas autoritarias 
obedecen más que a caprichos del gobernante o a abusos des-
mesurados del poder, a las lógicas de un modelo de desarrollo 
con devastadores efectos sociales, que requieren de una “mano 
dura” para enfrentar las protestas que éste genera.  la salud y 
la educación son las áreas sociales más directamente afectadas 
por las reformas regresivas adelantadas por el régimen, que 
dejan a millones de colombianos en condiciones más depri-
mentes que las vividas bajo los gobiernos anteriores y, apareja-
do a ello,  favorece los intereses de los empresarios vinculados 
a estas dos ramas de la actividad social, quedando completa-
mente mercantilizadas y privatizadas.
c. la seguridad democrática usa la fuerza del Estado aparentando 
rechazar las vías de hecho, aunque realmente no renuncia a 
éstas. las prácticas autoritarias bonapartistas afloran en su 
política de seguridad. El daS, que depende directamente del 
14 El bonapartismo hace alusión al sistema de gobierno que se vivió bajo el primer 
napoleón bonaparte y, especialmente, bajo el gobierno de su sobrino luis napoleón 
iii, quien dio golpe de estado el 2 de diciembre de 1851. con gran respaldo popular 
se presentó como el “salvador” en medio de la grave crisis que azotaba a Francia. 
reivindicó la autoridad y el orden presentándolo como la única alternativa, lo 
contrario sería la guerra y la disolución de la república. adecuó la constitución a las 
necesidades del Segundo imperio. Es el producto de la coyuntura histórica y de las 
cualidades personales de napoleón bonaparte (bluche, 1984: 8).
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presidente de la república, fue puesto al servicio de grupos nar-
coparamilitares, motivo por el cual varios dirigentes sindicales 
y líderes de oposición fueron asesinados o sufrieron amenazas 
de muerte. El daS, convertido en verdadera policía política del 
régimen, realiza interceptaciones telefónicas, seguimientos, 
falsas denuncias y amenazas anónimas, no sólo a miembros de 
organizaciones de la sociedad civil, críticos del gobierno (dere-
chos Humanos, periodistas, gremios y sindicatos), sino a altos 
dignatarios del Estado que se han mantenido independientes 
del poder presidencial, particularmente a la rama judicial.
d. pretensión de instalar un pensamiento único. una de las cuali-
dades de los sistemas autoritarios es la exclusión de las ideas 
divergentes y de la pluralidad. bajo el régimen bonapartista 
colombiano, se ha hecho evidente la promoción del “pensami-
ento único”, de modo tal que las voces críticas son tomadas 
como “traidores a la patria”, “terroristas” o “amigos de los ter-
roristas”. de esta manera, se asume la democracia simplemente 
como una pose discursiva, una retórica vacua; pues realmente, 
en la población se refuerza la idea de que las posturas difer-
entes son peligrosas, de allí la estigmatización a la oposición. 
obviamente, las pretensiones hegemónicas del régimen han 
contado con fuertes resistencias de organizaciones sociales, 
sectores críticos de la intelectualidad e incluso de disidentes de 
las propias filas uribistas, quienes advierten los riesgos para la 
construcción de la democracia. 
LA POLÍtICA dE SEGuRIdAd ES SóLO LA PuNtA dE ICEBERG15
la seguridad democrática contenida en la propuesta del plan de 
desarrollo, se erige como un intento por recuperar el control del 
Estado que las élites consideraban haber perdido, por lo menos 
parcialmente. aunque en realidad, ésta no es más que la parte visible 
del iceberg que pretende allanar el camino para instaurar el régimen 
político, que a su vez, asegura la expansión y/o consolidación del 
modelo de desarrollo neoliberal implementado por los sectores 
dominantes para su lucro. no puede desconocerse que cierto nivel 
15 un iceberg es un “pedazo inmenso de hielo dulce flotante, desprendido de un 
glaciar formado por nieve o de una plataforma de hielo. los icebergs son arrastrados 
hacia latitudes más bajas, a veces ayudados por las corrientes marinas frías de 
origen ártico, como es el caso de la corriente del labrador o de Groenlandia. de un 
iceberg sobresale del agua sólo una octava parte de su volumen total, por lo que estas 
masas gélidas constituyen un peligro para la navegación, ya que pueden alcanzar 
dimensiones enormes” (Wikipedia, 2009).
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de inseguridad seguirá siendo funcional a los propósitos reales de la 
seguridad  democrática que, como “punta del iceberg”, pone a discutir 
a todo el país sobre sus alcances y efectos, mientras que debajo de 
ésta, continúa avanzando la maquinaria de reformas económicas que 
acrecienta el capital de una élite.
El relativo mejoramiento de la seguridad del país, logró el pro-
pósito de mayor “confianza inversionista” e incremento de las utili-
dades del capital privado local y trasnacional, como lo corroboran 
las declaraciones del general ospina, entonces comandante general 
de las Fuerzas militares, quien al referirse a la seguridad democrática 
y al plan patriota, resalta: “paulatinamente estamos retomando ese 
control [territorial] y por eso los indicadores, han mejorado. El pib 
se ha incrementado […]” (ospina, 2005: 49). de lo afirmado por el 
general acerca del crecimiento económico y el aumento del pib, no se 
infiere necesariamente una mejoría en las condiciones económicas y 
sociales de la mayoría de la población,  como reza el credo neoliberal 
y su teoría del “derrame”, ya que los datos económicos en el segundo 
cuatrienio de uribe revelan una elevada tasa de desempleo, que en el 
primer mes del 2010 registraba 14,6%, e incluso, para las trece prin-
cipales ciudades del país ascendía a 15,3% (danE, 2010), superando 
la tasa promedio de américa latina. a éstos se suman los millones 
de colombianos que continúan viviendo en la pobreza y los que se 
encuentran en estado de indigencia.
al drama de los desaparecidos hay que sumarle las estrategias de 
guerra implementadas en el marco de la política de seguridad, que 
han desplazado forzadamente de sus tierras y viviendas, a millones de 
personas; en el período 2002-2009, la cifra de desplazados asciende 
a 2.412.834 personas. Esto quiere decir que de un total aproximado 
de 4.915.579 personas que han sido desplazadas forzadamente en los 
últimos 25 años, el 49% fueron expulsadas de sus tierras durante los 
siete años, desde que inició el gobierno de uribe (codHES, 2010). 
la distribución del presupuesto nacional, como lo analiza el eco-
nomista rafael uribe para el año 2009, calculando que existen alre-
dedor de 11 mil guerrilleros y un total de población de 44 millones, 
tendríamos que, para combatir a un guerrillero se dedican alrededor 
de 42,5 detectives, policías y soldados, sin contar el rubro dedicado al 
pago de recompensas y la compensación a los cerca de 4 millones de 
informantes que, según cifras del gobierno, existen en el país. El sector 
defensa y seguridad entre los años 2003 y 2009, ha consumido $96,5 
billones de pesos, en un proceso ascendente, que inició en el 2003 con 
$9,2 billones y llegó en el 2009 a $19,6 billones, equivalentes a 4,8% 
del pib, rubro exageradamente alto, al que se le suman los aportes al 
gasto militar de la empresa privada nacional, las multinacionales que 
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operan sobretodo en el campo, los departamentos, los municipios, el 
plan colombia, lo gastado por indumil, la corporación de la indus-
tria aeronáutica colombiana y las indemnizaciones que debe pagar el 
Estado por las demandas ocasionadas por los “excesos” de la Fuerza 
pública (uribe, 2009). 
la política de seguridad durante la administración de auV, tiene 
otro efecto negativo que es el desequilibrio entre los recursos dedi-
cados a ésta y los de la inversión social. por ejemplo, el presupuesto 
nacional para el año 2010, destina a la seguridad el 14,2% ($148,3 
billones), en contraste con el 13,9% para la educación y el 1,7% para 
vivienda y desarrollo (Senado, 2009). a esto, se suma la reforma tribu-
taria mediante la que el Estado espera recaudar $3,2 billones adicio-
nales para financiar la seguridad democrática por otros 4 años16. 
durante la primera administración de uribe se adelantaron tres 
reformas tributarias que, según el ex controlador General carlos ossa, 
“tienden a beneficiar proporcionalmente más a los contribuyentes de 
ingresos más elevados” (2006: 5).  En efecto, mediante la ley 788 de 
2002, la ley 819 y la ley 863 del 2003, las personas con mayores in-
gresos tienen grandes descuentos de su renta gravable al aumentar 
aquellos ingresos que no constituyen renta17. por el contrario, las de 
menores ingresos no pueden disfrutar de estos beneficios, pues, gene-
ralmente, sus niveles de ahorro son muy bajos o inexistentes al igual 
que su participación dentro de las empresas y el sistema financiero. 
así mismo, estos sectores sociales tampoco pueden “favorecerse de las 
rentas exentas que benefician a las altas dignidades del Estado y de las 
exenciones sobre las generosas pensiones de jubilación que reciben 
unas pocas personas, ni pueden aprovechar significativamente las de-
ducciones por pago de intereses sobre préstamos para adquisición de 
vivienda, ni por donaciones, entre otras” (ossa, 2006: 5).
En los primeros años de la administración uribe se disminuyó el 
déficit fiscal como consecuencia de las privatizaciones de empresas 
estatales, pero en los dos últimos años volvió a incrementarse hasta 
llegar a casi $20 billones, que representan entre el 4 y el 4,5% del 
16 Este incremento en el gasto militar fue aprobado en medio de denuncias  contra 
las ejecuciones extrajudiciales, presentadas como “muertes en combate” (falsos 
positivos), cometidos por las Fuerzas militares, en su afán de mostrar buenos 
resultados para  ganar estímulos y ascensos. al finalizar el 2009, la procuraduría 
General de la nación había abierto investigación disciplinaria contra tres mil 
militares, involucrados en estos homicidios, ocurridos durante los siete primeros 
años del gobierno de auV (Semana.com, 2009a).
17 Se refiere especialmente a la distribución de utilidades, dividendos y participaciones 
como socio y accionista, el componente inflacionario de los rendimientos financieros 
y las sumas destinadas al ahorro para el fomento de la construcción, entre otros.
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pib18. El gobierno reiteradamente le atribuye a la inversión extranje-
ra la generación de un alto número de empleos; con ese argumento, 
la seguridad democrática, pretende dar “confianza inversionista” al 
capital transnacional en condiciones de enormes ventajas tributarias 
y de desnacionalización de las empresas estatales. Sin embargo, al 
examinar cada uno de los sectores en los que se ha hecho inversión 
extranjera directa, se constata que fueron el petrolero, las minas y 
canteras (incluye carbón) los beneficiados de la apertura de la econo-
mía a los flujos internacionales, sin que ello signifique un crecimiento 
real del empleo, pues estos sectores no contratan gran número de 
mano de obra. En los otros casos se trató simplemente de empre-
sas, unas antes propiedad de la burguesía interior, que transfirieron 
su propiedad a capital transnacional, sin crear nuevos puestos de 
trabajo. la contundencia de estas cifras, revela que la importancia 
de la confianza inversionista como base del crecimiento económico 
y como estrategia para la superación del desempleo, es tan sólo un 
mito difundido por el discurso ideológico neoliberal, utilizado por 
el gobierno demagógicamente para fortalecer su imagen de “bene-
factor”, sin que ello represente mejorar las condiciones de vida de la 
población menos favorecida.
otra de las políticas económicas del gobierno de auV, ha sido la 
promoción de las Zonas Francas. En su empeño de asegurar la “con-
fianza inversionista” y atraer capital extranjero al país, se ofrece al 
mercado de capitales estas zonas, señalando tres tipos de beneficios: 
financieros, cambiarios y aduaneros. En colombia, las Zonas Francas 
han estado envueltas en un alto grado de corrupción. En el 2009, el 
gobierno adjudicó la Zona Franca de occidente, ubicada en el mu-
nicipio de mosquera, cundinamarca, a los jóvenes empresarios To-
más y jerónimo uribe moreno (hijos del presidente auV)19. En países 
como colombia y méxico, las Zonas Francas han sido criticadas por 
la sobreexplotación de mano de obra y la desprotección laboral que 
llega al extremo de la no aplicación de los más elementales derechos 
laborales consagrados en el código Sustantivo del Trabajo y en la le-
gislación. una recurrente modalidad de trabajo en estas zonas es el 
sistema de maquila que las personas se ven sometidas a aceptar, pese a 
18 para enfrentar el déficit fiscal, el gobierno ha hecho traslados de Ecopetrol y ha 
acudido a endeudarse, de modo que la deuda pública externa pasó entre 2008 y 2009 
(noviembre) de 29.447 millones de dólares a 36.766 millones de dólares, más un 
incremento de la deuda pública interna de $105 billones a cerca de $120 billones.
19 Según investigación realizada, esta zona cuenta con una importante inversión de 
los hermanos uribe moreno, cuyos predios se valorizaron sustancialmente gracias a 
decisiones oficiales de los funcionarios integrantes de la comisión de Zonas Francas, 
todos ellos subordinados directos del presidente (García, 2009:69). 
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las precarias condiciones laborales y presionadas por el alto volumen 
de desempleo; aunque la lógica del capital y del gobierno nacional la 
presenta como un espacio de “generación de empleo” del que se deriva 
un supuesto beneficio social. 
En este régimen se dio una considerable modificación de los in-
dicadores y las variables macroeconómicas. por ejemplo, el gobierno 
presenta como un acierto de sus políticas económicas el descenso de 
la línea de pobreza y de la indigencia, respecto de los anteriores20. 
no obstante, los resultados positivos mostrados por los indicadores 
no significan un cambio en la realidad. En el 2006, el gobierno tomó 
la decisión de modificar la metodología para medir la pobreza y la 
indigencia en colombia; en este cambio se excluyó a algunos bienes 
de consumo, o la frecuencia de consumo de algunos de éstos, como 
criterio para determinar qué personas estarían clasificadas en el rango 
de pobreza o de indigencia. la consecuencia de esta alteración fue 
una disminución en estos rangos, aunque en la realidad las cifras sean 
iguales o superiores a las generadas antes de la implementación de 
las políticas gubernamentales. la desigualdad social es tan aberrante 
que, según informe de onu “Hábitat”, el 10% de los hogares más ricos 
capturan el 49,1% del ingreso, mientras el 20% más pobre sólo recibe 
el 0,9%. Es decir, de $100 a distribuir, los primeros reciben $49,1 y los 
segundos apenas 90 centavos (onu, 2010).
la política de seguridad democrática incrementó el pie de fuerza 
destinando 48,6 billones de pesos, de los cuales el impuesto para la 
seguridad recaudó 2,4 billones de pesos (19% más de lo presupuesta-
do). Este rubro representó un 4,3% del pib y 13,6% del presupuesto 
nacional. Es importante resaltar que durante la administración de 
auV, además del aumento del gasto militar, de manera considerable 
se incrementó el gasto público total. de ahí que la participación por-
centual del gasto militar, respecto del presupuesto, aparezca con una 
leve variación (Villamizar y Espejo, 2004:  9).
los planes colombia i y ii, han sido mostrados como estrategia 
de la cooperación entre Estados unidos y colombia para la lucha 
20 El régimen se ufana de haber logrado un crecimiento de la economía durante 
algunos años de sus mandatos. Sin embargo, esta recuperación de la economía 
colombiana estuvo asociada a la tendencia presentada en américa latina, pues 
comparando el crecimiento del pib de la nación con el de chile y perú, dos países que 
también iniciaron procesos de apertura económica, se puede observar que, a pesar de 
la tasa ser mucho más baja que la de estos países, el ciclo es prácticamente similar en 
las tres naciones. de allí entonces, se puede concluir que, este comportamiento de la 
economía colombiana no sólo obedece a esfuerzos particulares de este gobierno para 
aumentar la demanda interna, sino más bien a un comportamiento generalizado de 
la economía mundial y latinoamericana.
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antidrogas y la superación del conflicto armado interno, pero en rea-
lidad éstos obedecen más a los objetivos y estrategias geopolíticas 
de Washington en el continente, que a una contribución al desarro-
llo y pacificación de la sociedad colombiana. la aplicación del plan 
colombia, en medio de un controvertido balance, muestra entre sus 
resultados: efectos nocivos para el ecosistema, producidos por las 
fumigaciones; contribución al fortalecimiento de los paramilitares, 
“afecta negativamente el compromiso de las Fuerzas colombianas en 
la lucha contra las drogas” (maldonado, 2009: 4). El plan colombia i, 
no tuvo en cuenta la necesidad de aumentar la inversión social para 
dar respuesta a los factores estructurales del conflicto armado co-
lombiano. posteriormente, con una falacia, el gobierno presenta las 
cifras correspondientes a su política social y económica en el perío-
do 2007-2010, como parte del plan colombia ii, cuando en realidad, 
buena parte de ella corresponde al plan de desarrollo de la segunda 
administración de auV21.
NuEVAS VERSIONES dE LA dOCtRINA  
dE LA SEGuRIdAd NACIONAL
Siguiendo la moda actual de rechazo a la doctrina de la Seguridad 
nacional (dSn), tristemente célebre en la década de los ochenta, 
durante las dictaduras militares en el cono Sur, el presidente uribe, al 
referirse a las bondades de la seguridad democrática, reiteradamente 
aclara que ésta es diferente a la dSn, y por ello afirma: “nosotros 
entendemos la seguridad y el crecimiento económico, no como fines 
en sí mismos, sino como medios para erradicar la pobreza y obtener 
la equidad” (uribe, 2009). no obstante, a pesar de los discursos 
presidenciales, la seguridad democrática resultó ser una versión de 
21 El plan colombia –ahora Plan Patriota– como estrategia norteamericana de 
lucha contra el narcotráfico, se convirtió en otro negocio más, como ya mostró 
la experiencia peruana bajo el gobierno de Fujimori, o la alta corrupción de 
los funcionarios colombianos. rentable para las empresas gringas productoras 
de los precursores químicos necesarios para la producción de cocaína y para 
las compañías norteamericanas vinculadas a los productos empleados para 
la fumigación de cultivos, así como los aviones black hawk y demás armas 
destinadas al combate contra los cultivadores. En colombia, la lucha antidrogas 
ha sido un buen pretexto de los Estados unidos para intervenir abiertamente 
en el conflicto interno; se combate al movimiento insurgente y, de paso, se 
reprime a las organizaciones sociales que se movilizan por reivindicaciones o 
en defensa de sus derechos. El comandante de las fuerzas armadas, reconocía 
que “el Plan Patriota es un plan militar y como tal no es de dominio público [...] 
está diseñado para llevar paz y tranquilidad a colombia y básicamente para 
contrarrestar los propósitos de los grupos terroristas, que en lenguaje nuestro 
llamamos bandidos [...]” (ospina, 2005: 41-2). 
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la dSn, actualizada y adecuada a las condiciones históricas de la 
“democracia” colombiana y de los cambios socioeconómicos. las 
estrategias de seguridad lograron imponerse mediante un régimen 
bonapartista, que aplicó una política de choque para resolver el 
grave problema de la inseguridad, la ingobernabilidad y la “falta de 
autoridad”, en la que colombia era señalada como un Estado a punto 
de naufragar, envuelto en una caótica conflictividad. los problemas de 
orden social y político, precedentes a la llegada al gobierno de uribe 
Vélez, habían sido caracterizados de diferente manera, dependiendo 
del grado de profundidad atribuido a la crisis y, especialmente, frente 
a la determinación de las causas generadoras del conflicto. mientras 
la élite reducía el problema a la violencia personificada en las Farc, 
los sectores críticos señalaban factores estructurales de orden 
socioeconómico, político e histórico cultural.
numerosos hechos evidencian que la política de seguridad ha es-
tado dirigida, prioritariamente a combatir a los grupos insurgentes y a 
enfrentar a los movimientos de oposición, más que a los paramilitares 
y a la delincuencia urbana, sectores estos que con todo y las vanaglo-
riadas desmovilizaciones, se mantienen activos. más allá de los ene-
migos directos enfrentados por la seguridad democrática y las masivas 
violaciones de derechos humanos, ocurridas como consecuencia de 
ella, siguiendo el modelo de la dSn bajo la dictadura militar chilena, 
la política de seguridad en colombia le ha facilitado al régimen la 
implementación de programas macroeconómicas que, acogiendo las 
orientaciones del Consenso de Washington, benefician los intereses del 
capital local y transnacional. 
Entre la seguridad democrática y la dSn existen rasgos comunes, 
referidos a los procedimientos –predominantemente militares– acom-
pañados de un discurso ideológico que construye un enemigo social; 
en la dSn era el comunismo, ahora se trata del “terrorismo”, el narco-
tráfico y la inseguridad ciudadana. Este fue el procedimiento seguido 
durante la primera administración de uribe y, luego, en el segundo 
período (2006 - 2010), en el que se adelantó la fase de Consolidación 
de la seguridad democrática, con la que se profundizó su ideología se-
curitaria, vinculando la población a sus propósitos con el programa de 
redes de cooperantes e informantes con el que se pretende “consoli-
dar la presencia del Estado en todo el territorio nacional” (ministerio 
de defensa, 2009: 35).  
por otra parte, las transformaciones del capitalismo a nivel mun-
dial han ido más allá del proceso de explotación económica de la po-
blación y la simultanea concentración de poder en pocas manos. los 
cambios incluyen las esferas sociales, culturales y políticas, pasando 
de la estrategia de dominación de la sociedad y del control disciplina-
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rio de los cuerpos, propio de los primeros siglos del capitalismo, hasta 
llegar a la fase actual de control biopolítico que incluye una domina-
ción de la vida, la mente y las voluntades de los seres humanos22.  Este 
ejercicio biopolítico del poder viene ocurriendo de manera intensa en 
los años más recientes de la globalización neoliberal y hace presencia 
también en los países menos desarrollados. 
El discurso y la práctica de la seguridad democrática han sido el 
vehículo más apropiado para la implementación de las técnicas pro-
pias de la gubernamentalidad neoliberal con las que se pretende in-
troyectar en la conciencia de cada uno de los individuos la necesidad 
de una obediencia ciega al poder, de una colaboración permanente y 
acrítica con todas las políticas estatales a cambio de recibir la protec-
ción frente a los enemigos que el propio poder continúa construyendo 
y magnificando, llámense Farc, gobierno de chávez, delincuencia 
organizada, inseguridad urbana. a las redes de cooperantes e infor-
mantes –pagos o no– como parte de las novedosas estrategias de se-
guridad, se añaden los controles de biopoder, mediante el empleo de 
nuevas tecnologías, como dispositivos de cámaras teledirigidas, bases 
de datos que recopilan todo tipo de información personal, adquirida 
por diferentes vías (tributarias, registros de propiedad, supermerca-
dos, servicios públicos, empresas de transporte, centros de salud y 
diversa clase de redes sociales virtuales), que han estado orientadas 
a asegurar el poder del “gran hermano”, quien encubierto de imagen 
protectora, asegura su control sobre la población; situación que se re-
fuerza y facilita con la dócil y “voluntaria” entrega que los ciudadanos 
hacen de su libertad al poder, para obtener a cambio, la cada vez más 
esquiva tranquilidad y seguridad. 
SEGuRIdAd HuMANA dESdE ABAJO y dERECHOS HuMANOS: 
uNA PROPuEStA 
desde la finalización de la Segunda Guerra mundial, durante  los 
años de creación de la onu y hasta nuestros días, han existido bá-
22 michel Foucault establece que la biopolítica es una tecnología dirigida al hombre/
especie, a la masa, a la población, en cuanto afectada por procesos de conjunto 
propios de la vida, con prácticas y ámbitos de intervención definidas (la natalidad, 
la morbilidad, la capacidad o incapacidad biológica y el miedo, entre otros). 
la población aparece como el nuevo cuerpo político, como el problema político, 
científico, biológico y de poder, ocupándose de fenómenos de orden económico y 
político. para su funcionamiento, la biopolítica utiliza dispositivos de seguridad 
que buscan establecer mecanismos reguladores en la población, para establecer 
un equilibrio que permita no evitar lo aleatorio (como en la ley o la disciplina), 
sino controlarlo, asegurar una regularización, que permita mantener una seguridad 
interna de la población sobre sus peligros internos (Foucault, 2006: 218 y ss.).
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sicamente dos enfoques de seguridad: el que valora a la seguridad 
como un fin en sí mismo, cuyo principal bien protegido es el Estado y 
sus instituciones y, el otro enfoque, por el contrario, considera la se-
guridad como un medio para la realización de los derechos humanos 
y, en consecuencia, los principales bienes protegidos son las personas 
y los diversos colectivos, más allá de las instituciones que están para 
proteger a todas y cada una de las personas. En el primer enfoque, la 
fuerza es el medio por excelencia para lograr su objetivo, de ahí que 
se caiga en una visión militarista de la seguridad. mientras que en 
el segundo, aunque no se excluye la posibilidad del empleo de ésta, 
la coerción es un componente subordinado al objetivo central de la 
realización de los derechos humanos, incluidos los de los actores ge-
neradores de inseguridad. 
las concepciones que desde la filosofía política orientan la segu-
ridad democrática, están estrechamente ligadas a las lógicas del poder, 
implementadas en los últimos años en los países más desarrollados, 
particularmente en Estados unidos y Europa con posterioridad al 
11-S y al 11-m.  los aspectos más visibles contienen estrategias milita-
res justificadas en la necesidad de enfrentar al “terrorismo” que unas 
veces adquiere la fisonomía del fundamentalismo islámico, otras de 
grupos insurgentes como las Farc y otras de un enemigo telúrico, in-
visible, que puede aparecer por doquier, encarnado  en la “inseguridad 
urbana”. así mismo, la protección securitaria puede asumir la forma 
de “misión humanitaria”, cuya presentación “generosa” gana aplau-
sos de la “opinión pública” local e internacional, al aparecer como 
grandes benefactores que, en nombre de los profundos sentimientos 
de solidaridad conmueven la sensibilidad de la gente hasta robar su 
admiración y respaldo, pues actúan en coyunturas difíciles, generadas 
por desastres “naturales”, en los que se justifica todo tipo de interven-
ción, incluida la militar. 
En pugna con el enfoque securitario y militarista que se ha ido 
imponiendo, se nos ofrece la perspectiva de la Seguridad  Humana, 
promulgada desde el informe de desarrollo Humano de 1994, del 
pnud, en el que se definió a ésta como la suma de siete diferentes 
dimensiones: económica, alimenticia, de salud, de medio ambiente, 
personal, comunitaria y política. Este enfoque ha tenido importan-
tes desarrollos conceptuales, que recientemente se recogen en los 
objetivos del milenio (odm). Sin embargo, en la práctica su for-
mulación no ha significado una afectación a las lógicas del poder, 
corriendo el riesgo de ser un enunciado más, de los tantos consagra-
dos en los tratados internacionales de derechos Humanos que no 
logran materializarse en acciones concretas, transformadoras de las 
condiciones socioeconómicas y políticas, que constituyen amenazas 
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y afectan la tranquilidad de las personas en los diferentes ámbitos 
de la existencia humana.  
cada vez se hace más evidente la internacionalización del con-
flicto armado colombiano y el protagonismo de Estados unidos en 
éste, al punto de ser uno de los actores del mismo, de modo tal que 
cualquier propuesta de solución, necesariamente debe contar con la 
postura del gobierno de Washington. de otra parte, el intento de ha-
cer realidad la Seguridad Humana, exige tener en cuenta cada una de 
las dimensiones que la componen, su dinámica de funcionamiento, 
con sus especificidades e interacción, para una posible aplicación a la 
realidad colombiana, en la que es necesario desvelar y comprender la 
injerencia directa del imperio en nuestros conflictos y en las confron-
taciones con los gobiernos y las sociedades latinoamericanas. 
la Seguridad  Humana constituye un potencial dinamizador de 
procesos teóricos y prácticos que pueden ser arma de resistencia y de 
soporte para la construcción de formas alternativas de poderes contra-
hegemónicos, lo cual exige retomar esta idea originaria del pnud, en-
riqueciéndola y aplicándola a las condiciones concretas de cada país, 
pero sobre todo, para impregnarla de un claro enfoque que, ubicado 
desde los intereses de las clases subalternas, ofrezca posibilidades de 
acción colectiva frente a las políticas securitarias y a las estrategias de 
dominación del biopoder.  
la implantación del régimen bonapartista colombiano, se ha 
hecho sin apelar a la directa suspensión del Estado de derecho y de 
las garantías constitucionales, logrando hábilmente mantener las for-
malidades democrático constitucionales, aunque en la realidad, con 
diversos mecanismos, asume las prácticas propias de los Estados de 
excepción, en el marco del cual  aplica el enfoque securitario, como 
acertadamente lo critica el consejo nacional de planeación, al señalar 
que la seguridad  democrática ha implementado “algunos esquemas 
para el fortalecimiento y apoyo de la Fuerza pública que militarizan a 
la sociedad en lugar de buscar la legitimidad del Estado para lograr la 
eficacia de su acción” (cnp, 2003: 26).  
Frente a las políticas militaristas de seguridad del régimen bona-
partista, adquieren importancia las reinterpretaciones y adecuaciones 
que, referidas a la seguridad pública  en el contexto colombiano, se 
vienen haciendo como Seguridad  Humana desde abajo; expresión de 
resistencia a los poderes y alternativa desde la sociedad civil,  que 
señala, en el marco de la formación socioeconómica capitalista, la 
posibilidad de construcción de poderes contrahegemónicos, de pro-
tección de los riesgos y las amenazas provenientes de la aplicación de 
las políticas económicas y securitarias de regímenes autoritarios y de 
estrategias de control biopolítico. 
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la Seguridad Humana desde abajo, de acuerdo a lo planteando 
desde el observatorio de Seguridad  Humana de medellín23, no pre-
tende ejecutar formas locales y comunitarias que reemplacen al Esta-
do en la provisión de la seguridad o que propendan por la ya proble-
mática privatización de la seguridad, sino de una invitación a pensar 
conjuntamente con los sectores más vulnerables en el significado de la 
seguridad, para exigir del Estado una provisión de la seguridad como 
bien público. de acuerdo a la interpretación de la profesora jenny 
pearce, una política inteligente, sostenible y ética de la seguridad no 
empieza con un diseño a puerta cerrada, con visiones muy masculinas 
de mano dura, con poco o nada de atención al uso abusivo de la vio-
lencia en nombre de la seguridad. Empieza “desde abajo”, escuchando 
la gente, abriendo espacios de interacción humana, ofreciendo cami-
nos distintos a la violencia para los jóvenes, protegiendo las mujeres 
de la violencia, reconociendo el impacto traumático de la violencia en 
las generaciones que la han sufrido, interrumpiendo los ciclos inter-
generacionales de violencia, priorizando la niñez y las nuevas genera-
ciones, y buscando políticas que colocan primero al ser humano y a su 
dignidad (pearce, 2010:10). 
con la propuesta de Seguridad Humana desde abajo, nos coloca-
mos deliberadamente del lado de los sectores más vulnerables y vul-
nerados de la sociedad; aquellos que experimentan la inseguridad de 
manera cotidiana y que en momentos de crisis son objeto también de 
las respuestas coercitivas que el Estado implementa para responder 
a las continuas demandas por reducir los índices más visibles de in-
seguridad. con esta visión, nos proponemos, desde las voces de hom-
bres y mujeres, establecer las dimensiones de la Seguridad Humana 
más afectadas en cada uno de los lugares de trabajo, vivienda y es-
pacios públicos; determinar conjuntamente los factores de inseguri-
dad y avanzar hacia la formulación de propuestas que incidan en el 
accionar del Estado y la administración pública municipal en pro de 
corregir esas inseguridades y satisfacer los derechos. pretendemos vi-
sibilizar y potenciar iniciativas ciudadanas por medio de las cuales se 
mejore la situación de seguridad en una o varias de sus dimensiones, 
porque buscamos aportar a la construcción de una ciudadanía que 
conciba lo político como una actividad compartida, cuyo fundamento 
es una “actitud comprometida contra todas las formas de desigualdad 
e injusticia” (Herrera, 2008: 163).
23 Este Observatorio es un proyecto experimental que venimos impulsando en una 
alianza entre investigadores de la universidad de antioquia, funcionarios de derechos 
Humanos de la personería de medellín y del instituto popular de capacitación, onG 
de derechos Humanos de la región. 
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Finalmente, reconocemos que la Seguridad  Humana desde aba-
jo, en cierto modo es una utopía, en el sentido de paul ricoeur: “la 
apertura de lo posible, y de ahí la necesidad de la misma para impul-
sar a la acción” (citado en Herrera, 2008: 153). la Seguridad Humana 
desde abajo, puede ser una dinámica que confronta al poder desde 
las resistencias adelantadas por diversos movimientos que enarbolan 
la defensa de los derechos Humanos, tanto civiles y políticos como 
económicos, sociales, culturales y del medio ambiente. Esta propues-
ta no sustituye las múltiples acciones que cotidianamente ejercen, de 
manera visible o no visibilizada, millones de seres humanos que en 
multitud, se enfrentan al poder devorador del capital en los múltiples 
espacios de la vida y de la sociedad.  
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